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El presente informe jurídico versa sobre el Expediente N° 0358-2020/CC1, a 
propósito de la denuncia interpuesta por el señor G.R.A.V. (denunciante) contra el 
Banco (denunciado) por cobros indebidos de tarjeta de crédito, aplicados al rubro de 
cancelaciones anticipadas en los periodos de facturación de los años 2018, 2019 y 
2020, produciéndose un perjuicio económico de S/ 14,529.12 soles al denunciante. 
Cabe indicar que la entidad bancaria registraba los pagos anticipados en dos rubros 
distintos de los estados de cuenta; es decir, el primer rubro de pagos realizados 
colocaba los pagos en ventanilla con signo negativo; y, posteriormente, en el tercer 
rubro de cancelaciones anticipadas, la entidad financiera consignaba los mismos 
montos en signo positivo, de tal forma que la suma de subtotales integraba el pago 
del mes, por lo que realmente no había una cancelación anticipada de deuda. 
 
Dicha denuncia fue admitida a trámite por la Secretaría Técnica de la Comisión de 
Protección al Consumidor Nº 1 por presuntas infracciones de los artículos 18° y 19° 
de la Ley N° 29571, Código de Protección y Defensa del Consumidor (CPDC), en 
tanto la entidad bancaria no registró debidamente los pagos anticipados efectuados 
por el denunciado; asimismo, se realizó el traslado de la denuncia al denunciado con 
la finalidad de que presente sus descargos. 
 
En ese orden de ideas, la Comisión de Protección al Consumidor N° 1, mediante 
Resolución Final N° 2121-2020/CC1 resolvió declarar fundada la denuncia 
interpuesta por el señor G.R.A.V. contra el Banco por infracción de los referidos 
artículos 18° y 19° del CPDC, toda vez que el denunciado no registró debidamente 
los pagos anticipados de tarjeta de crédito realizados por el denunciante. Asimismo, 
sancionó a dicha entidad bancaria con una multa que ascendía a 4,92 Unidades 
Impositivas Tributarias (UIT). En el extremo de la atribución indebida de una deuda 
de S/ 1200.00 soles, se declaró infundada por falta de acreditación. Asimismo, 
requirió a la entidad bancaria, en calidad de medida correctiva que cumpla con 
registrar debidamente los pagos anticipados realizados por el denunciante; y, de ser 
el caso, realice la devolución y/o extorno de los intereses, comisiones y penalidades 
que se hayan originado por los pagos anticipados no registrados. 
 
Posteriormente, el denunciante interpuso recurso de apelación, indicando la 
notificación defectuosa de la denuncia, incongruencia procesal; asimismo, dicha 
entidad indicó que sí registró adecuadamente los pagos anticipados. 
 
Finalmente, la Sala Especializada en Protección al Consumidor, mediante 
Resolución N° 1701-2021/SPC-INDECOPI, confirmó la resolución de primera 
instancia en el extremo de que declaró fundada la denuncia interpuesta por infracción 
de los referidos artículos 18° y 19°, dado que no quedó acreditada la liquidación del 
saldo deudor del denunciante con relación a los abonos registrados en cada estado 
de cuenta. Sin embargo, revocaron la resolución de primera instancia en el extremo 
de la medida correctiva ordenada, requiriendo a la entidad bancaria que, en calidad 
de medida correctiva reparadora, cumpla con liquidar adecuadamente la deuda del 
denunciante; y, de ser el caso, realice la devolución de los importes cobrados en 
exceso, incluyendo intereses, comisiones y penalidades; y, la revocó también en el 
extremo de la multa de 4,92 UIT, reduciéndola a 1 UIT. 
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I. RELACIÓN DE LOS PRINCIPALES HECHOS EXPUESTOS POR LAS 

PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCEDIMIENTO 

 

1.1 Antecedentes 

 

Que, el señor G.R.A.V. (denunciante) era titular de una tarjeta de crédito Visa 

Signature del Banco (el denunciado), refiriendo que era cliente de dicha entidad 

bancaria desde el mes de mayo del 2018, no teniendo productos bancarios en 

otra entidad. 

 

Que, con fecha 25 de julio del 2019, el señor G.R.A.V. presentó una carta 

reclamo por irregularidades en las cancelaciones anticipadas correspondientes 

a los periodos de facturación de julio y noviembre del 2018 y abril del 2019, 

indicando que, en el periodo de julio del 2018, él tenía una deuda de S/ 

1,576.67, frente a lo cual realizó el pago de S/ 2,326.00 en ventanilla, 

habiéndose incluido un pago repetido que afirma el señor G.R.A.V. estaba 

incluido tanto en el rubro de “pagos realizados” como en “tus 

prepagos/cancelaciones anticipadas”, siendo dicho pago el de S/ 337.92 soles 

por consumo en el establecimiento comercial Sodimac Angamos. Es decir, la 

cancelación anticipada por el señor G.R.A.V. se encontraba con signo positivo 

(+) dentro del estado de cuenta, siendo que, al ser un prepago, este debería 

descontar y no sumar, debiéndose colocar el signo negativo (-). En ese sentido, 

a la deuda que tenía el denunciante para julio del 2018, se le sumaba la 

cantidad referida que correspondía a un prepago y que no debía figurar con 

signo positivo.  

 

Se debe tener en cuenta que, para el cálculo del pago total del mes de cada 

estado de cuenta, el Banco indica que este es calculado por la suma de “todos 

los subtotales”, por lo que se incluyen el rubro “pagos realizados”, donde figura 

con signo negativo los pagos de tarjeta en ventanilla y el rubro “tus 

prepagos/cancelaciones anticipadas” donde figura con signo positivo los 

mismos pagos de tarjeta en ventanilla. En ese sentido, se puede observar que, 

al realizar una suma de una cantidad en signo positivo y la misma cantidad en 
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signo negativo, dará por resultado cero, generándose una no contabilización 

adecuada de los prepagos y dándose a entender que, realmente, no se canceló 

anticipadamente ningún monto. 

 

Que, en el periodo de noviembre del 2018, se pueden observar varios pagos de 

tarjeta en ventanilla por montos de S/ 2,736.00, S/ 824.67, S/ 1,651.49, S/ 

2,128.53, S/ 360.24, S/ 222.45, S/ 542.42, S/ 1,081.61, S/ 74.23, S/ 1,484.44, 

S/ 460.01 y S/ 185.56. Absolutamente, todos esos montos en el primer rubro 

denominado “pagos realizados” tienen la denominación “pago tarj. ventanilla y/o 

pago tarj. desde cuenta” y están con signo negativo (-). Sin embargo, en el rubro 

“tus prepagos/cancelaciones anticipadas” podemos observar los mismos 

montos, con la descripción individualizada, pero con el signo positivo (+). 

Nuevamente, para el cálculo del pago total del mes realizan la suma de 

subtotales. Sin embargo, lo que debió haberse realizado, según el denunciante, 

era únicamente sumar los montos de todos los rubros menos los montos de “tus 

prepagos/cancelaciones anticipadas”, dado que se cancela automáticamente el 

signo positivo con el signo negativo en los dos rubros. En ese sentido, la deuda 

del mes ascendente a S/ 19,535.67 debía ser restada con el monto de S/ 

9,015.65, siendo que la deuda real ascendente a dicho mes debió haber sido: 

S/ 10,520.02, lo que representa casi un 50%, generándose un perjuicio al 

denunciante según lo alegado por este. 

 

Que, en el periodo de abril del 2019, se pueden observar pagos en el rubro 

“pagos realizados” por los montos de S/ 1,718.48, S/ 985.63, S/ 1,583.21 y S/ 

1,572.94. Absolutamente, todos esos montos en dicho primer rubro figuraban 

con signo negativo (-) y en el rubro “tus prepagos/cancelaciones anticipadas” 

figuraban con signo positivo (+), repitiéndose nuevamente el error. Para dicho 

entonces el monto de deuda del mes ascendía a S/ 23,121.90; sin embargo, se 

debía hacer el descuento de S/ 5,860.26 que equivalía al monto total en 

prepago. Asimismo, en este periodo podemos observar que se repitió esta 

táctica con los consumos en dólares. El monto de $ 2,106.17 dólares figuraba 

con signo negativo en el rubro “pagos realizados” y en signo positivo en el rubro 

“tus prepagos/cancelaciones anticipadas”, verificándose el perjuicio generado 

por el banco. En ese sentido, en dicho mes, en el monto de soles, al señor 



 

7 
 

G.R.A.V. se le debió restar el monto positivo de los prepagos al monto total del 

mes, por lo que la deuda real era: S/ 17,261.64 y en dólares el señor G.R.A.V. 

debió haber tenido un saldo a favor de $ 1,594.07 y no un saldo en contra de $ 

512.10. 

 

Que, con fecha 31 de julio del 2019, el Banco indica que, en cuanto a dicho 

reclamo, donde el señor G.R.A.V. alega no encontrarse de acuerdo con los 

prepagos/cancelaciones anticipadas registradas en su Tarjeta de Crédito, la 

operación de prepago se realizó de acuerdo con lo dispuesto en el Reglamento 

de Tarjeta de Crédito y Débito normado por Resolución SBS N° 6523-2013, no 

haciendo el detalle.  

 

Que, con fecha 24 de febrero del 2020, el señor G.R.A.V. presenta nuevamente 

un reclamo al Banco por el estado de cuenta correspondiente a enero del 2020, 

donde nuevamente indica el rubro “tus prepagos/cancelaciones anticipadas” 

por un monto de S/ 14,529.12 y el rubro “pagos realizados” por un monto de S/ 

15,576.00 con signo negativo. En efecto, el monto que figura en “tus 

prepagos/cancelaciones anticipadas” era una compra de deuda que realizó el 

Banco de Crédito del Perú – BCP al Banco, por lo que realmente es una resta 

y no una suma. El denunciado nuevamente incluye en signo positivo el rubro 

“tus prepagos/cancelaciones anticipadas”, generando un perjuicio económico 

de S/ 14,529.12 al denunciante. Asimismo, el señor G.R.A.V. solicitó se le 

cancele de forma inmediata la tarjeta de crédito y que se reconozca que no 

tiene ninguna deuda pendiente con dicha entidad bancaria, toda vez que, pese 

a la operación de la compra de deuda, según la entidad bancaria, el señor 

G.R.A.V. debía aún el monto de S/ 97.84. 

 

Que, con fecha 28 de febrero del 2020, el Banco, indicó que, de todas formas, 

a la fecha de cierre de 13 de febrero del 2020, aún existía un saldo capital de 

S/ 2,201.49 por pagar. 

 

Que, frente a ello, el señor G.R.A.V., con fecha 09 de marzo del 2020, interpuso 

una denuncia ante el INDECOPI contra el Banco en la Sede Central, indicando 

que el producto que motiva su denuncia era “tarjeta de crédito” y que adjuntaba 
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escrito de denuncia y medios probatorios. Asimismo, solicitó medida correctiva 

reparadora que se encuentra regulada en el inciso g. del artículo 115° del 

Código de Protección y Defensa del Consumidor: “en los supuestos de pagos 

indebidos o en exceso, devolver estos montos, más los intereses 

correspondientes”. Además, solicitó una medida correctiva complementaria 

prevista en el inciso f. del artículo 116° del CDPC: “cualquier otra medida 

correctiva que tenga el objeto de revertir los efectos de la conducta infractora o 

evitar que esta se produzca nuevamente en el futuro”. Finalmente, solicitó 

costas y costos. 

 

Que, mediante Resolución N° 1, con fecha 30 de junio del 2020, la Secretaría 

Técnica de la Comisión de Protección al Consumidor 1 admitió a trámite la 

denuncia de acuerdo a lo siguiente: presunta infracción de los artículos 18° y 

19° del Código de Protección y Defensa del Consumidor por cuanto el 

denunciado no registró debidamente el pago anticipado de los meses de julio y 

agosto del 2018, noviembre y diciembre del 2018, abril y mayo del 2019 y 

febrero del 2020, así como presunta infracción del literal b) del numeral 56.1 del 

artículo 56° del CDPC, generándose así el Expediente N° 0358-2020/CC1. En 

ese orden de ideas, requirió a ambas partes del procedimiento que, en un plazo 

no mayor de 5 días hábiles contabilizados a partir del día siguiente de la 

notificación, cumplan con presentar cierta documentación. En cuanto al 

denunciante, debería presentar la copia de los vouchers de los pagos 

anticipados. En cuanto al denunciado, debería presentar copia del contrato y 

documentos suscritos a nombre del denunciante al momento de la contratación 

de la tarjeta de crédito, estados de cuenta del denunciante correspondiente a 

los periodos entre julio y diciembre del 2018, abril y mayo del 2019 y enero y 

marzo del 2020; y, finalmente, presentar los documentos con los que brindaron 

respuesta a los dos reclamos del denunciante. 

 

1.2 Descargos presentados por el Banco 

 

Que, con fecha 03 de julio del 2020, la Comisión de Protección al Consumidor 

1 realizó el traslado de la denuncia para presentación de descargos al 

denunciado. Mediante escrito de fecha 10 de julio del 2020, siendo el último día 
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hábil de contestación, el denunciado solicitó se sirva Indecopi concederle una 

prórroga de cinco días hábiles a fin de formular los descargos, ello al amparo 

del artículo 41° del Decreto Legislativo N° 807 que permite que los plazos 

puedan, excepcionalmente, ser prorrogados sin la complejidad del caso lo 

amerita. Asimismo, adjuntaron copia del DNI de la apoderada, copia del poder 

de la apoderada y ficha RUC del denunciado. 

 

Que, mediante Resolución N° 3, con fecha 23 de noviembre del 2020, la 

Secretaría Técnica de la Comisión de Protección al Consumidor N° 1 resolvió 

declarar rebelde al denunciado, sin perjuicio de su derecho de apersonarse al 

procedimiento en el estado en que se encuentre, debido a que, desde el 10 de 

julio del 2020 al 23 de noviembre del 2020 (un periodo de 4 meses), no presentó 

los descargos para los cuales había solicitado prórroga de plazo.  

 

Que, en ese sentido, no hubo presentación de descargos por parte del 

denunciado, previa declaración de rebeldía. 

 

1.3 Resolución de primera instancia 

 

Que, mediante Resolución Final N° 2121-2020/CC1, con fecha 16 de diciembre 

del 2020, la Comisión resolvió declarar fundada la denuncia interpuesta por el 

señor G.R.A.V. por infracción de los artículos 18° y 19° del código mencionado, 

por cuanto el denunciado no registró debidamente los pagos anticipados 

realizados por el denunciante en su tarjeta de crédito.  

 

Que, asimismo, declaró infundada la denuncia por la presunta infracción del 

literal b) del numeral 56.1 del Código de Protección y Defensa del Consumidor, 

por cuanto no quedó acreditado que el denunciado atribuyó indebidamente al 

denunciante una deuda de S/ 1,200.00 soles. 

 

Que, ordenó al denunciado, como medida correctiva, que en un lapso máximo 

de 15 días hábiles, registre debidamente los pagos anticipados realizados por 

el denunciante en su tarjeta de crédito; y, de ser el caso, realice la devolución 

y/o extorno de los intereses, comisiones y penalidades que se hubieran podido 
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generar por los pagos anticipados no registrados. 

 

Que, asimismo, sancionó al denunciado con una multa ascendente a 4,92 UIT. 

 

Que, requirió al denunciado el cumplimiento de la multa, bajo apercibimiento de 

aplicar un medio coercitivo. Además, ordenó al denunciante que, en un plazo 

máximo de 15 días hábiles, cumpla con pagar las costas del procedimiento. 

Asimismo, ordenó la inscripción de la entidad bancaria en el Registro de 

Infracciones y Sanciones del INDECOPI con la firmeza que adquiera la 

resolución. 

 

Que, finalmente, informó que dicha resolución tiene vigencia desde su 

notificación y no agota la vía administrativa, indicando que el único medio 

impugnatorio que se puede interponer es el recurso de apelación, el cual 

debería ser presentado ante el órgano colegiado en un plazo máximo de 15 

días hábiles. 

 

1.4 Recurso de apelación 

 

Que, la resolución antes referida fue notificada al denunciado el 23 de diciembre 

del 2020, siendo que el último día para la presentación del recurso era el 15 de 

enero del 2021. 

 

Que, mediante escrito de fecha 19 de enero del 2021, el Banco presentó 

recurso de apelación contra la resolución final que declaró fundada la denuncia 

del señor G.R.A.V., fundamentándose en los siguientes argumentos: 

 

En primer lugar, el apelante alega la defectuosa notificación de la denuncia. Al 

respecto, indica que no se le ha notificado al correo designado. Asimismo, 

indica que, de acuerdo con el artículo IV del Título Preliminar del TUO de la Ley 

N° 27444, se regula el principio del debido procedimiento, el cual comprende, 

entre tantos otros aspectos, la obligación de notificar de manera correcta a 

cargo de la autoridad. En ese sentido, indica que cuando se les notificó la 

Resolución 1 de fecha 30 de junio del 2020 (admisión a trámite), no se 
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notificaron los adjuntos correspondientes. Al respecto, refieren que la 

notificación efectuada por el Indecopi indica 18 fojas, cuando realmente 

recibieron 7 fojas del escrito de denuncia. Es por ello que solicitan la nulidad de 

la referida resolución y que se retrotraiga todo lo actuado hasta el momento en 

que ocurrió el vicio administrativo. 

 

En segundo lugar, el apelante alega que se ha vulnerado la debida motivación 

regulada en el artículo 3° numeral 4 del TUO de la LPAG, toda vez que, de 

acuerdo a lo que se observa en el hecho imputado, este era “no haber 

registrado debidamente los pagos anticipados”, mientras que el fundamento 40 

de la resolución apelada indica que “la entidad bancaria efectuó dicho registro 

y direccionó tales pagos de manera adecuada, no obstante, el Banco no ha 

presentado medio probatorio alguno que acredite que, en efecto, realizó el 

direccionamiento de los abonos efectuados por el señor G.R.A.V., como pago 

anticipado”. 

 

En tercer lugar, el apelante alega que los abonos realizados por el denunciante 

fueron debidamente registrados, además, se siguió el orden de imputación de 

pagos correspondiente conforme a la normativa sectorial considerando la 

deuda que mantenía el tarjetahabiente.  

 

En cuarto lugar, el apelante alega que el denunciante ya no cuenta con tarjeta 

de crédito con dicha entidad bancaria, por lo que no resultaría aplicable la 

medida correctiva ordenada por la Comisión, por cuanto el cliente ya había 

cancelado la deuda de su tarjeta de crédito y ya no contaba con dicho producto.  

 

En quinto lugar, el apelante alega que se ha vulnerado el principio de 

razonabilidad regulado en el numeral 3 del artículo 248° del TUO de la LPAG, 

toda vez que se les ha impuesto una multa de 4,92 UIT partiendo de un error 

de considerar que el daño al cliente es por S/ 21,162.07, siendo que indican 

que la Comisión asume que el denunciado se ha apropiado de dicha suma, 

cuando no es correcta dicha interpretación, por lo que la imposición de la multa 

carece de razonabilidad.  
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Finalmente, solicitó que la resolución materia de apelación sea en su 

oportunidad anulada o revocada, de modo que la denuncia sea archivada. 

 

1.5 Absolución de traslado de apelación 

 

Que, mediante Resolución N° 4 de la Secretaría Técnica de la Comisión, con 

fecha 10 de febrero del 2021, se concedió el recurso de apelación. 

 

Que, con fecha 28 de abril del 2021, mediante notificación electrónica, la Sala 

Especializada en Protección al Consumidor realizó el traslado de la apelación 

para su absolución al señor G.R.A.V.  

 

Que, mediante escrito del 03 de mayo del 2021, el señor G.R.A.V. absolvió el 

traslado de apelación, solicitando la confirmación de la resolución apelada, con 

base en los siguientes fundamentos: 

 

En primer lugar, alegó la improcedencia del recurso de apelación por 

interposición extemporánea de dicho medio impugnatorio. Al respectó, indicó 

que el vencimiento era el 19 de enero del 2021; sin embargo, de acuerdo con 

el reporte de seguimiento de expediente, se observó que la interposición fue el 

20 de enero del 2021.  

 

En segundo lugar, alegó que no era cierto que la notificación de la denuncia 

haya sido realizada en un correo no designado por el apelante, toda vez que la 

emisión de la resolución de admisión fue emitida de forma anterior a la 

designación del domicilio procesal. Es decir, la denuncia fue notificada a un 

correo con fecha 03 de julio del 2020 y recién con escrito de fecha 10 de julio 

del 2020, consignan otro correo electrónico. En ese sentido, la notificación sí 

fue correctamente remitida. Asimismo, alegó que ante las fotos anexadas por 

el apelante de documentación incompleta que se le ha notificado, estas fotos 

no tienen certificación, por lo que no existe fe sobre esos documentos. En ese 

sentido, el señor G.R.A.V. alegó que le resultaba extraño que en la solicitud de 

prórroga de fecha 10 de julio del 2020 no hayan realizado dicha observación; y, 

por el contrario, solo hayan referido que requerían que se les efectuara una 

mailto:lmamani@intercorp.com.pe
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prórroga de presentación de documentación. Indicó que la parte apelante nunca 

aportó sus descargos, siendo que ni siquiera hizo hincapié en el supuesto hecho 

de que le faltan páginas al escrito de denuncia notificado.  

 

En tercer lugar, alegó que, en cuanto a la vulneración de la debida motivación 

por incongruencia procesal, esta no es cierta dado que el considerando 40 no 

corresponde a un hecho decidido, siendo que el hecho decidido corresponde a 

la parte resolutiva y no considerativa.  

 

En cuarto lugar, alegó que, en cuanto a la medida correctiva, esta es conforme; 

y, asimismo, indicó que la entidad bancaria cometió una inconducta sistemática, 

provocándole un perjuicio económico al registrar los pagos dos (02) veces, tanto 

en el rubro “pagos realizados” como “tus prepagos/cancelaciones anticipadas”.  

 

En quinto lugar, respecto a la nulidad de la graduación de la sanción, alegó que 

sí existe el valor y argumento objetivo que permite definir los motivos por los 

que la Comisión impuso esa multa y ello es el perjuicio económico causado a 

él por dicha cantidad.  

 

Finalmente, solicitó que se valore la absolución del traslado de apelación, 

analizando sobre todo el problema de fondo que es que el denunciado colocó 

en sus estados de cuenta las mismas cantidades que prepagaba tanto con 

signo positivo como con signo negativo; y, en ese orden de ideas, se confirme 

la resolución apelada.  

 
 

1.6 Resolución de segunda instancia 

 

Que, mediante Resolución N° 1701-2021/SPC-INDECOPI, con fecha 27 de julio 

del 2023, la Sala Especializada en Protección al Consumidor resolvió confirmar 

la resolución venida en grado en el extremo que declaró fundada la denuncia 

interpuesta por el señor G.R.A.V. por infracción de los artículos 18° y 19° del 

Código, toda vez que el Banco no acreditó la liquidación del saldo deudor del 

tarjetahabiente; es decir, no sustentó el registro de los pagos realizados.  
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Además, revocaron la resolución de primera instancia en el extremo de la 

medida correctiva, ya no siendo el registro adecuado de pagos, sino la 

liquidación adecuada de la deuda del denunciante; y, de ser el caso, realizar la 

devolución de los importes cobrados en exceso, incluyendo los intereses, 

comisiones y penalidades que se hubieran generado producto de los pagos no 

registrados de forma adecuada.  

 

Que, revocó la resolución referida en el extremo que sancionó al denunciado 

con una multa de 4,92 UIT; y, lo reformó a 1 UIT. 

 

Que, confirmó la referida resolución en el extremo que condenó al denunciado 

al pago de costos y costas del procedimiento.  

 

Finalmente, dispuso que la Secretaría Técnica de dicha sala remita a la SBS, 

copia de esta resolución sancionatoria y confirmatoria con la finalidad de que 

adopte las medidas pertinentes de acuerdo a sus competencias. 

 
 

II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS 

 

2.1 Primer problema: ¿Es jurídicamente viable la doble consignación de 

montos de cancelaciones anticipadas o prepagos en los estados de 

cuenta de tarjetas de crédito? 

 

Que, tal como se desprende del expediente, se ha observado la doble 

consignación de montos de cancelaciones anticipadas o prepagos en los 

estados de cuenta de tarjeta de crédito del denunciante.  

 

En primer lugar, se debe precisar que la doble consignación se observa en los 

estados de cuenta del denunciante, donde se puede apreciar en dos rubros 

distintos los mismos montos. En el rubro “tus pagos realizados” figuran con 

signo negativo los prepagos realizados por el denunciante, pero sin la precisión 

de que se trata de una cancelación anticipada: este rubro representa un 

“subtotal”. Posteriormente, en el rubro “tus prepagos/cancelaciones 

anticipadas” se consigna el mismo monto, pero ahora identificado con el tipo de 
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consumo y con signo positivo: este rubro representa un “subtotal”. En la parte 

final del estado de cuenta figura que la suma de “subtotales” equivale al pago 

del mes de la tarjeta de crédito, por lo que si sumamos los montos en los dos 

rubros identificados, automáticamente entre ellos se cancelan, verificándose 

que la deuda no se reduce. 

 

Que, de acuerdo a lo indicado por el denunciado, dicha consignación se realizó 

con lo dispuesto en el Reglamento de Tarjeta de Crédito y Débito, en orden de 

prioridad de pagos. 

 

Que, en ese sentido, corresponde la identificación del problema jurídico sobre 

la viabilidad normativa de la doble consignación dentro de nuestro 

ordenamiento jurídico vigente.  

 

Que, debemos partir de la regulación constitucional. Según la Constitución 

Política del Perú (1993) en su artículo 65°, el Estado es defensor de los 

intereses del consumidor, de tal forma que garantiza el derecho a la información 

que deben tener los consumidores respecto del producto y/o servicio ofrecido.  

 

Para ello, se debe conceptualizar el “crédito”. Según Barbier (2008), este es 

una operación financiera mediante la cual la entidad bancaria, en calidad de 

mutuante, entrega una suma dineraria al cliente, en calidad de mutuatario, con 

la finalidad de que, luego de determinado plazo, el mutuatario la devuelva en 

cuanto a capital y con los intereses correspondientes.  

 

Que, al respecto, la doble consignación de dichos montos infringe el deber de 

idoneidad que se encuentra regulado en el artículo 18° del CDPC, 

entendiéndose sobre dicho concepto que lo esperado por el consumidor y lo 

que recibe finalmente se corresponden entre sí, teniendo en cuenta lo que se 

le ha ofrecido a este, así como la publicidad o información brindada, entre otros 

factores. Asimismo, de acuerdo al artículo 19° del referido cuerpo normativo, se 

convierte en obligación del proveedor el aseguramiento de la idoneidad del 

producto o servicio. 
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Asimismo, de acuerdo al INDECOPI (2010), mediante la Resolución N° 2633-

2010/SC2-INDECOPI, el pago anticipado obedece al derecho del consumidor 

de cancelar con antelación un crédito otorgado por el prestamista, debiendo 

realizar la liquidación de intereses al día de pago. Dicha cancelación puede ser 

total o parcial.  

 

Es así que Roa y Herrera (2019), indican que la cancelación anticipada está 

regulada tanto a nivel normativo como jurisprudencial, manifestándose que se 

puede realizar en toda operación de crédito y ello conlleva a la reducción de 

intereses compensatorios calculados hasta el día de pago; y, la correspondiente 

liquidación de intereses con corte a dicho día.  

 

Por otro lado, encontramos que la realización de un prepago de un crédito no 

está sujeta a ningún cobro de penalidad ni comisión, toda vez que es inherente 

al derecho del consumidor de poder cancelar con antelación el referido crédito 

(León, 2011). En ese orden de ideas, la realización del pago anticipado está 

libre de todo tipo de penalidad o costo que le sea imputable al consumidor. 

 

Que, la doble consignación de las cancelaciones anticipadas representa un 

detrimento al deber de idoneidad, siendo que se observa que los montos 

pagados por el denunciante eran considerados de dos formas distintas, 

consignándolos con signo negativo y positivo, sin justificación alguna por parte 

del denunciado. 

 

En ese orden de ideas, también debemos observar el Reglamento de Tarjetas 

de Crédito y Débito. Al respecto, el artículo 5-A sobre el orden de imputación de 

pagos, indica que en caso de que el monto a pagar exceda el pago mínimo, 

tendrá prelación la obligación a la que le corresponda una tasa de interés 

mayor, de forma consecutiva, hasta la que tenga una tasa de interés menor. 

 

Corresponde en el siguiente capítulo sobre la posición fundamentada, 

demostrar la viabilidad o inviabilidad jurídica del supuesto. 
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2.2 Segundo problema: ¿Es jurídicamente viable otorgar la 

autodeterminación de liquidación de deuda de tarjeta de crédito a una 

entidad bancaria por parte del INDECOPI? 

 

Que, tal como se desprende del expediente, se observa que la Sala, mediante 

Resolución N° 1701-2021/SPC-INDECOPI, confirmó la Resolución N° 2121-

2020/CC1, requiriendo al Banco que cumpla con liquidar adecuadamente la 

deuda del señor G.R.A.V; y, de ser el caso, devuelva los importes cobrados en 

exceso, incluyendo los intereses, comisiones y penalidades que se hubieran 

generado producto de los pagos no registrados adecuadamente. En ese orden 

de ideas, Indecopi le da la potestad de liquidar la deuda de tarjeta de crédito al 

Banco, pese a ser ello materia controvertida.  

 

Que, en ese sentido, corresponde la identificación del problema jurídico de la 

autodeterminación de liquidación de deuda de tarjeta de crédito.  

 

Según lo señalado por el INDECOPI (2013), la liquidación de deuda de tarjeta 

de crédito corresponde al momento del cargo del importe total de las compras 

realizadas durante el periodo indicado por la entidad bancaria, aplicando 

diversas metodologías de desarrollo, dependiendo si se trata de compras en 

cuotas o compras revolventes. Dicha liquidación es realizada por la entidad 

bancaria, necesariamente utilizando una de las metodologías ya indicadas. 

 

En ese orden de ideas, la National Credit Union Administration (2023), indica 

que la liquidación de deuda de tarjeta de crédito significa el pago de la totalidad 

del saldo de una tarjeta de crédito. Asimismo, Tolentino (2017) señala que la 

liquidación de deuda de tarjeta de crédito corresponde a la finiquitación de una 

deuda crediticia de tarjeta mediante la reestructuración, quita o consolidación. 

 

Sin embargo, cabe indicar que la liquidación de la tarjeta de crédito se convierte 

en un punto controvertido del presente expediente, por lo que hay que precisar 

el concepto de este término. Al respecto, Cama (2014) sostiene que los puntos 

controvertidos son aquellos sobre los cuales las partes de un proceso discrepan 

y que están vinculados a la pretensión; y, en ese sentido, requieren de medios 
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probatorios para afirmarlos o negarlos.  

 

En ese sentido, la liquidación de la deuda de tarjeta de crédito requiere de la 

presentación de medios probatorios, Orrego (s.f.) sostiene que el medio 

probatorio es el medio de convicción mediante el cual se demuestra la verdad 

de una afirmación o negación.  

 

Que, en ese orden de ideas, debemos conceptualizar también el término 

“autodeterminación”. De acuerdo a la Real Academia Española (2023), se 

centra en la capacidad de uno mismo de decidir por sí mismo. De esta forma, 

el segundo problema jurídico detectado en el expediente versa sobre el 

otorgamiento de facultad por parte de Indecopi al Banco de poder decidir por sí 

mismo sobre la liquidación de tarjeta de crédito; y, el poder de decidir si 

corresponde devolver algún pago efectuado en demasía, así como intereses y 

comisiones, siendo que ello constituye el punto controvertido de la denuncia. 

 

Corresponde en el siguiente capítulo sobre la posición fundamentada, 

demostrar la viabilidad o inviabilidad jurídica del supuesto. 

 

2.3 Tercer problema: ¿Es jurídicamente viable el debido registro de pagos de 

deuda de un producto crediticio inexistente luego de la interposición de 

la denuncia ante INDECOPI? 

 

Que, mediante la Resolución N° 2121-2020/CC1, la Comisión de Protección al 

Consumidor N° 1 resolvió que el denunciado cumpliera con registrar de forma 

debida los pagos anticipados realizados por el denunciante en su tarjeta de 

crédito; y, de ser el caso, realice la devolución y/o extorno de intereses, 

comisiones y penalidades que se hayan interpuesto por los prepagos no 

registrados debidamente. 

 

Que, la denuncia fue interpuesta con fecha 09 de marzo del 2020; sin embargo, 

con fecha 29 de abril del 2020, aproximadamente un mes después de haber 

interpuesto su denuncia, el señor G.R.A.V. canceló su tarjeta de crédito. 

 



 

19 
 

Que, en ese sentido, la identificación del problema jurídico recae sobre la 

decisión de la Comisión, toda vez que no se podrían registrar de forma debida 

debido a la inexistencia del producto crediticio con forma posterior a la 

interposición de la denuncia ante INDECOPI, de acuerdo a lo alegado por el 

Banco. 

 

El presente problema nos lleva a la identificación de la figura jurídica 

“sustracción de la materia”. Al respecto, el Tribunal Constitucional (2021) indica 

que es el equivalente a la sustracción de la pretensión del ámbito jurisdiccional 

contemplado en el artículo 321°, inciso 1 del TUO del Código Procesal Civil. En 

ese orden de ideas, en el referido artículo se regula la conclusión de un proceso 

pero sin la emisión de declaración sobre fondo. En ese sentido, los hechos que 

sustentaron la pretensión sufrieron una modificación, de forma que la 

continuación del proceso no cuenta con objeto. 

 

Valverde (2015) nos brinda una apreciación doctrinaria más profunda, de forma 

tal que sostiene que la sustracción de la materia se genera por razones ajenas 

a la voluntad de las partes; y, que, se encuentra netamente ligada con el interés 

para obrar. Ahondando en el problema, Pacori (2020) señala que se trata de la 

desaparición del interés de forma sobrevenida; es decir, de forma posterior a la 

formulación de la pretensión.  

 

Es así que Ariano (2012) concluye que, en virtud de las estipulaciones 

recogidas en el Código Procesal Constitucional, la referida sustracción necesita 

de un aspecto cronológico anterior y que el hecho ya no tenga relevancia para 

emitir un pronunciamiento jurisdiccional de fondo sobre dicho extremo.  

 

Que, al respecto, el señor G.R.A.V. canceló, de forma posterior a la 

interposición de la denuncia en vía administrativa, su tarjeta de crédito, 

consistiendo esta en una materia controvertida del procedimiento, por lo que se 

verificó además que se había cancelado la deuda de dicha tarjeta de crédito, 

procediendo la cancelación del referido producto. 

 

En ese orden de ideas, también es preciso conceptualizar el término jurídico 
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“interés para obrar” que está estrechamente relacionado con la sustracción de 

la materia. Es así que Avendaño (2010) lo identifica desde dos perspectivas, 

desde un interés para obrar sobre el medio y desde un interés para obrar sobre 

el resultado. El primero obedece al interés de actuar en la vía jurisdiccional que 

corresponde, mostrando que solo a través de dicha vía se va a satisfacer la 

pretensión buscada por la parte denunciante o demandante. El segundo 

obedece al interés de conseguir un resultado que produzca un efecto en la 

esfera física y jurídica del actor, de tal forma que sea útil a los fines que buscaba 

en la pretensión. 

 

En ese orden de ideas, para la identificación del problema jurídico se ha 

necesitado la determinación, en primer lugar, de la sustracción de materia y del 

interés para obrar. 

  

Corresponde en el siguiente capítulo sobre la posición fundamentada, 

demostrar la viabilidad o inviabilidad jurídica del supuesto. 

 

2.4 Cuarto problema: ¿Procede, en segunda instancia, la solicitud de nulidad 

del procedimiento administrativo sancionador por notificación 

inadecuada pese a haber realizado la contestación de la denuncia en 

primera instancia? 

 

Que, mediante recurso de apelación de fecha 19 de enero del 2021, el 

denunciante solicitó la nulidad del procedimiento administrativo sancionador, 

indicando que se había vulnerado el artículo IV del Título Preliminar del TUO de 

la LPAG, en cuanto al principio de debido procedimiento.  

 

Que, el problema jurídico a dilucidar radica en la posibilidad de admisión de 

dicha solicitud sin que haya sido observado dicho defecto con anterioridad a la 

interposición del medio impugnatorio. 

 

Al respecto, el Texto Único Ordenado de la LPAG (2019), en el inciso 1.2 del 

artículo IV del Título Preliminar, regula el principio del debido procedimiento, 

mediante el cual se reconoce el gozo de derechos y garantías de los 
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administrados en un procedimiento administrativo, incluyendo el derecho a ser 

notificado. En ese orden de ideas, Pando (2011) sostiene que la notificación es 

esencial y que se trata de la comunicación efectuada al administrado por parte 

de la entidad estatal que corresponde a una decisión tomada o que se va a 

tomar respecto a sus derechos o intereses, de tal forma que el administrado 

presente un medio impugnatorio, presente descargos, cumpla o acepte. Como 

se observa, la notificación importa el dar a conocer algo; y, en la práctica 

administrativa, este conocimiento enviado debe generar certeza de recepción.  

En ese orden de ideas, Llerena (2013) hace referencia a la fehaciencia que 

debe tener el acto de notificación, en el sentido, de que debe existir el acuse de 

recibo por parte del destinatario, con lo que el acto de notificación habrá 

quedado satisfecho.  

 

De esta forma, Casafranca (2021) también nos indica que, en el régimen de los 

procedimientos administrativos, la notificación electrónica cobra relevancia, 

debido a que esta se puede efectuar a través del correo personal o a través del 

correo designado por el administrado, siendo ello permitido en el ordenamiento 

jurídico peruano. 

 

Ahora bien, el artículo 20°, inciso 20.4 del TUO de la LPAG (2019) indica que 

la notificación electrónica procede a través de la dirección electrónica siempre 

que el administrado haya indicado en su escrito dicha dirección y siempre que 

conste en el expediente; adicionalmente, esta se entiende por válida si es que 

se recibe el acuse de recepción. Así también, procede la verificación de la 

causal de nulidad correspondiente para haber efectuado la solicitud de nulidad 

por parte del apelante en el presente caso.  

 

De esta forma, el inciso 1 del artículo 10° de la norma antes descrita, indica que 

una causal de nulidad es que el acto administrativo sea contrario a la 

Constitución, leyes o normas de carácter reglamentario. Es en ese orden de 

ideas que el Banco alegó que la defectuosa notificación efectuada sobre la 

denuncia correspondía a una vulneración de la normativa del Derecho 

Administrativo, por lo que solicitaban la nulidad eventual de la resolución de 

primera instancia que lo sancionó. Sin embargo, previamente se debe dilucidar 
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que el hecho de haber contestado la denuncia antes de la emisión de la 

resolución sancionatoria y sin haber observado ese defecto, puede constituir 

una debida notificación realizada a la dirección electrónica. 

 

Corresponde en el siguiente capítulo sobre la posición fundamentada, 

demostrar la viabilidad o inviabilidad jurídica del supuesto. 

 

III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS 

IDENTIFICADOS 

 

3.1 Posición fundamentada sobre el primer problema 

 

Que, el primer problema nos habla sobre identificar la viabilidad jurídica de la 

doble consignación de cancelaciones anticipadas realizadas en una tarjeta de 

crédito. 

 

En ese orden de ideas, consideramos que no es viable jurídicamente la doble 

consignación de dichos prepagos, en función de los argumentos que a 

continuación vamos a esgrimir. 

 

En primer lugar, el señor G.R.A.V., al contratar el producto de tarjeta de crédito, 

esperaba que en sus estados de cuenta no existieran duplicidades en la 

consignación de montos, mucho menos con signo positivo y negativo; al 

contrario, al realizar las cancelaciones anticipadas, esperaba que solo se 

consignara una vez y que redujera su deuda. 

 

Debemos comenzar indicando que, de acuerdo a Viguria (2013), el INDECOPI 

asume el rol de protección al usuario de servicios financieros, entendidos estos 

dentro del rubro de prestaciones económicas, ya sean de forma específica 

como tarjetas de crédito, cuentas bancarias, créditos en general, cobros 

indebidos, entre otros.   

 

Que, de acuerdo a Del Campo (2005), el pago es una forma de extinción de 

obligaciones, siendo que el pago anticipado es el pago realizado antes del 
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vencimiento establecido para el cumplimiento de la obligación, constituyendo 

entonces el prepago como una renuncia al plazo para cumplimiento. En ese 

orden de ideas, Campos (2019) reconoce que el prepago es un derecho del 

consumidor que se encuentra amparado en el CDPC; por lo tanto, la realización 

del pago anticipado se corresponde en un derecho reconocido desde el punto 

de vista legal. 

 

Al respecto, la inviabilidad jurídica se sustenta en el deber de idoneidad y la 

garantía de calidad que están regulados en los artículos 18° y 19° del CDPC. 

 

En ese sentido, Rodríguez (2014) hace referencia al deber de idoneidad como 

la correspondencia entre lo esperado y lo recibido realmente por el consumidor; 

sin embargo, no debe confundirse dicho deber con la perfección, toda vez que 

alegar ello afectaría la innovación; y, en menor medida, la capacidad económica 

del consumidor, dado que si el proveedor entendiera por idóneo lo perfecto, los 

costos se elevarían. 

 

Adicionalmente, en lo que corresponde a la calidad, de acuerdo a lo 

mencionado por Berlinches (2002) citado por Arriola (2004), esta significa la 

correspondencia entre lo ofrecido y las características que debería tener, por lo 

que se necesita un control de procesos, inspección, seguimiento y que se 

obtenga el óptimo buscado en lo ofrecido. 

 

Jurídicamente, podemos observar que la doble consignación de cancelaciones 

anticipadas vulnera el espectro normativo del CDPC. En efecto, el deber de 

idoneidad regulado en el artículo 18° de dicho cuerpo normativo y el artículo 19° 

que regula la calidad como deber del proveedor, son vulnerados por parte del 

denunciado en el presente caso.  

 

Así mismo, debemos hacer presente que se vulnera además el ámbito 

normativo internacional; es decir, la Norma ISO 9001:2015: Sistemas de gestión 

de la calidad, toda vez que no se mejora la satisfacción del cliente, no aumenta 

la calidad del producto o servicio, entre otros. Consideramos, en ese sentido, 

que las entidades bancarias deberían tener un estándar de calidad que 
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garantice que no se consignen doblemente los pagos anticipados, toda vez que 

genera inseguridad jurídica y económica en el consumidor financiero.  

 

Finalmente, se debe indicar que además de la inviabilidad jurídica, se consuma 

la responsabilidad administrativa de la entidad bancaria. Al respecto, el ya 

CDPC indica en su artículo 104° que, si existe falta de idoneidad o calidad en 

el producto o servicio ofrecido por el proveedor, este es responsable en vía 

administrativa; siendo solo exonerado si logra la acreditación de una causa 

justificada, imprevisible y objetiva (conjuntamente). 

 

 

3.2 Posición fundamentada sobre el segundo problema 

 

Que, el segundo problema está referido al otorgamiento de la facultad de 

autodeterminación de liquidación de deuda de tarjeta de crédito a la entidad 

bancaria en un procedimiento administrativo sancionador. 

 

En ese orden de ideas, consideramos que, si bien es jurídicamente viable el 

otorgamiento de la facultad de autodeterminación en la liquidación de deuda, a 

su vez estimamos pertinente que, procesalmente, sería inviable dicho 

otorgamiento de facultad, toda vez que existen puntos controvertidos, en 

función de los argumentos que a continuación vamos a esgrimir. 

 

Al respecto, según se desprende del escrito de denuncia del señor G.R.A.V., el 

adecuado registro de las cancelaciones anticipadas era materia controvertida 

del presente procedimiento.  

 

Cama (2014) indica que la materia controvertida o puntos controvertidos 

necesitan su aceptación o negación, siendo indispensable para ello la 

utilización de medios probatorios. Al respecto, en un procedimiento 

administrativo sancionador en el que la materia controvertida es el referido 

problema, este debe someterse a un medio probatorio regulado en nuestro 

ordenamiento jurídico, toda vez que, al darle dicha facultad a la entidad 

bancaria, el INDECOPI no está cumpliendo el rol regulado en el artículo 105° 
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del Código de Protección y Defensa del Consumidor. 

 

Al respecto, el artículo 192° del TUO del Código Procesal Civil indica que los 

medios probatorios típicos son la declaración de parte, pericia, declaración de 

testigos, inspección judicial y documentos. En ese sentido, corresponde al 

INDECOPI dar cumplimiento a lo regulado en dicho cuerpo normativo.  

 

Desde nuestro punto de vista, no es viable jurídicamente, toda vez que se trata 

de una materia controvertida que debe ser probada en el marco del 

procedimiento administrativo sancionador, correspondiendo la aplicación del 

medio probatorio denominado pericia para el esclarecimiento.  

 

Claramente, se puede observar la eventual vulneración que se generaría contra 

el artículo 105° del CDPC. 

 

3.3 Posición fundamentada sobre el tercer problema 

 

Que, el tercer problema radica en la viabilidad jurídica de registrar debidamente 

los pagos de deuda de un producto crediticio inexistente luego de la 

interposición de la denuncia ante INDECOPI. 

 

En ese orden de ideas, consideramos que ni jurídica ni materialmente es viable 

el debido registro de pagos de deuda de un producto crediticio inexistente luego 

de la interposición de la denuncia ante INDECOPI, en función de los 

argumentos que a continuación vamos a esgrimir.  

 

Para determinar dicha viabilidad, debemos comenzar por la identificación del 

término jurídico correspondiente; es decir, la sustracción de la materia. Al 

respecto, Pacori (2020) señala que se trata de la desaparición del interés de 

forma sobrevenida.  

 

En ese orden de ideas, si la materia controvertida de un procedimiento 

administrativo sancionador ha sido referido a un producto crediticio que deviene 

en inexistente luego de la interposición de la denuncia, se aplica la figura 

jurídica de sustracción de la materia, razón por la cual, jurídica ni materialmente 
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es posible el debido registro de pagos en un producto crediticio inexistente, 

dado que la inexistencia del producto conlleva a la improcedencia de realizar 

alguna modificación o acción sobre este. 

 

Que, el artículo 115° del CDPC señala expresamente que las medidas 

correctivas buscan resarcir la consecuencia patrimonial generada al 

consumidor a su estado anterior de la vulneración de su derecho. En ese 

sentido, no sería jurídicamente viable aplicar una medida correctiva de debido 

registro de pagos sobre un producto inexistente, toda vez que es materialmente 

imposible también registrar algo donde no se podría. De esta forma, se colige 

la inviabilidad jurídica y material de lo referido en el presente problema. 

 

3.4 Posición fundamentada sobre el cuarto problema 

 

Que, el cuarto problema radica en la procedencia en segunda instancia de la 

solicitud de nulidad del procedimiento administrativo sancionador por 

notificación inadecuada pese a haber realizado la contestación de la denuncia 

en primera instancia. 

 

En ese orden de ideas, nosotros consideramos que es improcedente, en 

segunda instancia, la solicitud de nulidad del procedimiento administrativo 

sancionador por notificación inadecuada pese a haber realizado la contestación 

de la denuncia en primera instancia, en función de los argumentos que a 

continuación vamos a esgrimir.  

 

La Casación N° 4938-2017-AREQUIPA indica, en su fundamento cuarto, que 

cualquier defecto en la notificación se convalida con el apersonamiento del 

demandado.  

 

Cabe señalar que, si el denunciado contestó la denuncia en primera instancia 

sin haber observado un vicio de nulidad o alegado la indebida notificación, esta 

se convalida. En el presente expediente, podemos observar que el denunciado 

solicitó que se extienda el plazo para la presentación de descargos sin haber 

realizado ninguna observación; muy por el contrario, indicó que necesitaba más 
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plazo por la complejidad de los datos a recabar. Es por ello que en el presente 

caso es improcedente dicha solicitud de nulidad por indebida notificación.  

 

Al respecto, también debemos señalar que el artículo 172° del Texto Único 

Ordenado del Código Procesal Civil regula el principio de convalidación, 

mediante el cual se da la convalidación expresa cuando la parte interesada 

manifiesta tomar conocimiento de lo notificado; y, tácita, si la parte interesada, 

pudiendo plantear la nulidad, no la formula en la primera oportunidad que 

pudiera realizarla.  

 

En ese orden de ideas, de acuerdo por lo mencionado por el Tribunal 

Constitucional (2011), la convalidación de notificación se realiza bajo lo 

determinado por el Código Procesal Civil en su artículo 172°. 

 

Que, en ese sentido, el problema jurídico se da por resuelto al constatar la 

existencia de la convalidación de notificación, por lo que se determina y se 

demuestra la improcedencia de dicha solicitud. Cabe indicar que, de acuerdo al 

artículo 15° del TUO de la Ley N° 27444, los vicios en la notificación de los actos 

administrativos son independientes de la validez que estos tengan, por lo que 

el defecto de notificación no puede acarrear la nulidad de todo el procedimiento 

administrativo sancionador. 

 

Inclusive en el ordenamiento jurídico penal se regula el principio de 

convalidación. Por ello, el inciso e) del artículo 4° del Reglamento de 

Notificaciones, Citaciones y Comunicaciones del Ministerio Público aprobado 

por RFN N° 5476-2014-MP-FN, señala expresamente que la nulidad se 

convalida si la parte afectada actúa de tal forma que se manifieste el 

conocimiento de lo notificado.  

 

Finalmente, se concluye que la figura jurídica de la convalidación impide que se 

valore la solicitud de nulidad referida al extremo que se plantea en el expediente 

materia de análisis. 
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IV. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS 

 

4.1 Posición fundamentada sobre la resolución de primera instancia 

 

Que, en el presente epítome se expondrá nuestra posición por cada uno de los 

puntos resolutivos fundamentales (es decir, que decidan sobre el fondo del 

asunto) de la referida resolución. 

 

Que, sobre la declaración de fundada la denuncia por infracción a los artículos 

18° y 19° del CDPC, debido a que no se han registrado debidamente los 

prepagos, consideramos pertinente, toda vez que, en efecto, de acuerdo a los 

medios probatorios adjuntados por el denunciante, se deja en evidencia dicha 

vulneración normativa.  

 

Que, sobre la declaración de infundada la denuncia en lo referido a que no se 

acreditó que el denunciado atribuyó indebidamente al denunciado una deuda 

de S/ 1,200.00 soles, consideramos pertinente, toda vez que, en efecto, el señor 

G.R.A.V. no adjuntó ningún medio probatorio que acreditara lo alegado en su 

denuncia. 

 

Que, sobre la aplicación de la medida correctiva reparadora del debido registro 

de los pagos anticipados, consideramos que la Comisión no debió ordenar ello, 

toda vez que el producto crediticio era inexistente al momento de la expedición 

de la resolución (es decir, ya no existía la tarjeta de crédito); asimismo, no se le 

debería dar dicha potestad de registro a la entidad bancaria en último extremo, 

debido a que se trata de un punto controvertido, por lo que correspondía que la 

propia autoridad de consumo ordenara una pericia de oficio con la finalidad de 

que, objetivamente, se devolviera la cantidad doblemente consignada en los 

estados de cuenta al denunciante.  

 

Que, sobre la sanción al denunciado con 4,92 UIT, consideramos pertinente 

debido a que es proporcional al daño ocasionado al denunciante y que ha sido 

alegado por él en su escrito de denuncia. 
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En ese orden de ideas, nosotros nos encontramos de acuerdo con la resolución 

de primera instancia, en función de los argumentos que ya han sido esgrimidos 

en los párrafos anteriores. Sin embargo, consideramos que el INDECOPI no 

debió ordenar como medida correctiva reparadora el debido registro de pagos, 

sino que debió proceder, en virtud de la congruencia procesal, sobre lo 

solicitado por el denunciante; es decir, el inciso g) del artículo 115° del CDPC 

(devolución de pagos indebidos o en exceso). 

 

De esta forma, consideramos que la Comisión actuó parcialmente de forma 

adecuada en la emisión de la resolución de primera instancia, toda vez que 

debió pronunciarse además dentro del extremo de la medida correctiva 

reparadora solicitada por el denunciante, así como la medida correctiva 

complementaria de evitar que se produzca la infracción en el futuro 

nuevamente. 

 

Adicionalmente, consideramos que la Comisión no entendió adecuadamente la 

denuncia del señor G.R.A.V., debido a que, de lo que se extrae de dicho escrito, 

él solicitaba que se devolvieran los pagos en exceso realizados en la tarjeta de 

crédito, lo que corresponde a las mismas cantidades que fueron duplicadas en 

la consignación del estado de cuenta tanto en signo positivo como negativo. 

 

4.2 Posición fundamentada sobre la resolución de segunda instancia 

 

Que, en el presente epítome se expondrá nuestra posición por cada uno de los 

puntos resolutivos fundamentales (es decir, que decidan sobre el fondo del 

asunto) de la referida resolución. 

 

Que, nos encontramos de acuerdo con el extremo que confirmó la resolución 

de primera instancia por infracción a los artículos 18° y 19° del CDPC, toda vez 

que los medios probatorios demostraron dicha infracción durante la tramitación 

de la primera instancia. Tanto el deber de idoneidad como la obligación de 

calidad no fueron respetadas por el proveedor; es decir, por la entidad bancaria. 

 

Que, con la revocación de la medida correctiva reparadora de debido registro 
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de pagos en la primera instancia y su sustitución con la liquidación de deuda, 

consideramos que es inadecuada, toda vez que se le otorga a la entidad 

bancaria la potestad de liquidar la deuda del denunciante, siendo ello materia 

controvertida del expediente; al contrario, INDECOPI debió ordenar, dentro del 

marco del procedimiento, la aplicación de una pericia financiera y bancaria a los 

estados de cuenta y que dicha pericia fuera estatal, con la finalidad de 

garantizar la objetividad de lo resuelto. En ese orden de ideas, como se puede 

observar en el expediente, al haberle dado dicha potestad de 

autodeterminación al banco, este decidió finalmente que no correspondía 

devolver ningún monto al denunciante, razón por la cual, nosotros 

consideramos que esta resolución no tiene ningún efecto práctico ni económico 

en la situación del señor G.R.A.V. 

 

Que, sobre la reducción de la multa de 4,92 UIT a 1 UIT, no nos encontramos 

conformes, en el extremo que la resolución no ha indicado cómo los criterios de 

graduación de la sanción han servido para dicha reducción; es decir, 

simplemente indica los criterios, pero no brinda su fórmula de aplicación para 

evidenciar que ha sido correcta dicha reducción. Al tratarse de una operación 

matemática, es fundamental que la autoridad de consumo explique cómo es 

que se realizó dicho cálculo. 

 

Que, consideramos adecuado que no se estimó la solicitud de nulidad del 

apelante, toda vez que, si bien INDECOPI no lo menciona, este organismo sí lo 

refiere indirectamente; es decir, la convalidación de notificación, debido a que 

la entidad bancaria nunca hizo observación sobre este extremo en la primera 

instancia, llegando a punto de ser declarado rebelde por no haber presentado 

sus descargos (pese a haber presentado solicitud de ampliación de plazo para 

la presentación de los referidos descargos). 

 

En ese orden de ideas, nosotros no nos encontramos de acuerdo con la 

resolución de primera instancia, en función de los argumentos que ya han sido 

esgrimidos en los párrafos anteriores. 

 

En el presente caso materia de análisis, consideramos que ni la Comisión ni la 
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Sala hicieron una valoración adecuada del problema de fondo que era la 

repetición de la consignación de los pagos anticipados 
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V. CONCLUSIONES 

 

En primer lugar, concluimos que las cancelaciones anticipadas constituyen un 

derecho del consumidor financiero, en tanto corresponde a este último decidir 

si cumple antes del plazo del vencimiento de la obligación, no existiendo razón 

de ser objeto de comisiones ni penalidades. 

 

En segundo lugar, en lo que corresponde al presente expediente, no es viable 

jurídicamente la doble consignación de montos de cancelaciones anticipadas o 

prepagos en los estados de cuenta de tarjetas de crédito, en tanto ello infringe 

el deber de idoneidad y la obligación de calidad previstas en los artículos 18° y 

19° del CDPC. 

Tampoco es viable jurídicamente el otorgamiento de autodeterminación de 

liquidación de deuda de tarjeta de crédito a una entidad bancaria por parte de 

la autoridad de consumo, en tanto constituye este extremo un punto 

controvertido que debe ser solucionado y probado dentro del procedimiento por 

quien tiene la carga de la prueba; asimismo, en caso correspondiera, ordenar 

una pericia financiera y bancaria de oficio.  

 

En lo que corresponde a la viabilidad jurídica del debido registro de pagos de 

deuda de un producto crediticio inexistente luego de la interposición de la 

denuncia ante INDECOPI, esta no es posible debido a que se cumple con la 

figura jurídica de sustracción de la materia. Además, se ha comprobado que la 

solicitud de nulidad del procedimiento por inadecuada notificación pese a haber 

sido contestada la denuncia en primera instancia, no es procedente, en tanto 

se configura la figura jurídica de convalidación de notificación. 

 

Finalmente, no nos encontramos de acuerdo con la resolución de segunda 

instancia, toda vez que correspondía a la autoridad de consumo proceder, 

dentro del ámbito de la congruencia procesal, con la medida correctiva 

reparadora solicitada por el denunciante en su escrito inicial; es decir, que se 

procediera con la devolución de los pagos realizados en exceso. 
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